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III. EL S?A'TUS FUNCIONARIAL 769

c) El régimen de desetnpeño de actiuidades priuadas

1) La posibilidad de realización de actividades privadas esrá ranr-
bién limitacla medianre la prohibíción general -de absoluro senrido
común- de que dichas actividades se" relacionen directamente con
las que desarrolle el organismo o entidâd en que el funcionario se
hallare destinado (art.71): a tal objero, laLey defìne mirruciosarnente
los supuestos en los que tal relación directa se considerâ que existe
(xt. 12). se Lrara, pues, de una garantía de la imparcialidad esrricta
que el funcionario debe guardar.

2) En toclo caso,la reaJizaciín de las restanres acrividacles privadas
exige, como en el supuesto anterior, el prevío reconocimiento le cumpa-
tibilidad (art. r4); con la misma excepción de los supuesros previJtos
en las letrâs a),0,Ð y h) del arrículo L9,que se consideran acrivida-
des genéricamente permitidas (algunas dè e[as de modo un tanto
incongruente, corno es la administración clel patrimonio personal o
familiar; excepción que, curiosamente, pdma L riqueza ,ob.. el tra-
bajo).

3. I-a resgtonsabílídail de los þncíonøríos

El comportamiento irregular de los funcionarios en el ejercicio de
su actividad puede dar lugar a exigencia de responsabiliãades que,
tradicionalmente, han sido de tres tipos: civil, penal y disciplinaria.^En
la actualidad,la responsabilidad penal c.¿ïece d. pnriirolariclacl alguna
(frente a los procedimientos históricamente establecidos pâra condi-
cionarla o dificultarla, como la exigencia de una aacoriziciln adrni-
nistrativa previa): el artículo 37.1 LRISp dispone, en esre sentido, que
<la responsabilidad penal c{el personal al servicio de las Adminisùa-
ciones Públicas, así como la responsabilidad civil derivada del delito
se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente).
Por ello, hemos de limirarnos a examinar aquí las peculiaridades de
las responsabilidades civil y adminisrrativa o ãisciprinaria.
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774 cAP XIII._EL DERECHO DE LA FUNCIÓN PÚBLICÀ

â) La responsabilidad. civil

El régimen de responsabilidad civil de los funcionarios se encuen-
tra regulado, en 1o sustancial, en el artículos 36 LRJSP. Son dos las

modalidades de tal responsabilidad:

1) Primera, la rcsponsabilidad indirecta frente 4 ld Administraciín en

ula de regreso.Frente a la posibilidad existente en la legislación

anterior, conforme a la cual,los particulares dañ¿dos por una
actuación administrativa podían exigir directa y personalmente
indemnización a las autoridades y funcionarios cuando el
daño se hubiera producido concurriendo culpa o negligencia
grave de aquéllos en el ejercicio de sus cargos, la L\|SP
elimina esta vía, imponiendo que la reclamación de respori*
sabilidad se dirija siempre a laAdministración (art.3ó.1).Ahora
bien, vna vez que la Administración haya indernnizado al

particular, si procediera, aquélla debe exigir del funcionario
câusânte e[ resarcimiento de la cantidad abonada al particular;
sin embargo, tal acción de repetición o regreso sólo puede
ejercerse, como en el caso anterior, cuando en la actuâción
del funcionario haya concurrido culpa o negligencia de ca-
râcter grave (a*.36.2, párr. 1.').

La exigencia de esta responsabilid¿d se efeccúa con sujeción a los cri-
terios que establece el párr.2." del mismo artículo, con arreglo al cuaJ

habrán de ponderarse, para el cálculo de la indemnización, el resultado
dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, el grado &
culpabilidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio dÉ

las Administreciones Públicas y su relación con la producción öd ¡Er

sultado dañoso.

2) Y segunda,la responsabilídad directa frente a la Adminßtracíhtt,

cuando el funcionario, mediando también dolo, culpa o&,
gligencia grâves, hubiera causado daños o perjuicios
mente a los bienes y derechos de la Administración

(art, 36.3 LRJSP). En t'¿l caso, la Administraciôn
ala

ilrve
exigirle el resarcimiento de tales daños previo
aclministrativo, tramitado con arreglo a las normas quç

blece el ap. 4 dei mismo artículo.
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b) Laresponsabitídart tlísciplinaria*

se- entiende por responsabilidad disciplinaria la que se ocasiona por
la vulneración de las obligaciones propiàs del status {ancionariel y àu"
es exigida y sancionada por la propia l\.dministración de que depende
el funcion¿rio. se trata, pues, de una potestad correctiva interna, con-
secuencia necesaria de la jerarquía y de la porestad organizatoria
(idéndca, por ello, a la que de una forma ,, oir" existe en cualquier
organización, pública o privada).

Ejercida en su origen histórico de modo prácticamente libre, la
potestad disciplinaria (iguâl que la sancionadorâ generel de la Admi-
nistración, que exâminaremos en un capítulo posterior) ha experi-
mentado una progresiva adaptación a las reglar bári"n, del Deåcho
penal. Ello ha llevado, de modo paularino, a la asunción expresa de
los- principios inspiradores de esra rama d.el Derecho (legahåd, *pi-
ciclad, irretroacrividad, proporcionalidad, culpabilidad y piesunción de
inocencia: a*.94.2 EBEP), a una tipificaciótr ,1" læ faltjs o infraccio-

* BIBLIOGn¡pin.-n. N¡ero Grutcín, Reducción jurísdìccional áe la discretiona-
lidatl en rnøteria disciplinaría, RAp 44 (1964), p.147 y ss.; M. MoNroro pugRro,
Régimen discþlinario en la ky de Funcianarios cíiiles deÍ Estado,Madrid,1965;A. Nßro
!nrr.cÍn, Problemas capitales del Derecho díscþrinario, RAp 63 (1g70), p. 39 y ss.;

J' F LÓerz-For'rr MÁnqunz, El régímen díscíplinario de los fitncíonarios'públicoí y e.l
principio constitucional de presunción de ínacencía, R-EDA zl 6saz1, p. llt y'rr.;
F J. MoN'reno v c¡s¡oo os 1A,MEzú d, l,as ínhabilítqcíones pau la pro¡niøn de J:uncio-
nario, RAP 98 (1982), p.141 y ss.; A. pÉnez BARRro, Infaulln y sanción admínístrativa:
el 

1erya 
de su proporcionalidatl e* la jurísprudencia contencioso-airnínisrrailuø, 'Ê1y¡p 73

(1985)' p.213 y ss.; Ë. Mícunz BeN, Søspensión provisional del funcíonario c,uersust
prcsuncíón de iøocencía: últíma jurisprudencía,RAp 109 (19s5), p.ß{ y ss.;T. eurNr,r,Na i
LÓpez, El príncipio <non bís in idem> y la responsabitidad administratba de los fincíanarios,
ïEDA 52 (1986), p. 585 y ss.;J. I. Lopsz et>Nzi*nz, In inhabi.lítaciói especial dci
þncionarío públirc y tos efeaos jurídico-administratívos <ex lege,>, RAp 120 1ßtil¡, p. +f
y ss.; F A. cns'rltlo BrRNco, Función públíca y poder dßciplinarío del Estarlo,Mårid,
Cívitas, 1992;J. M.Ti<¡vrrnJtuÉuz, Manual de Derecha- dßcþlínario de lasfunciona-
rios públicos, Madrid, 1992;M. A GurrÉnr¡z Lr.Rn¿R,z¿.Rrs , Rëgínen dßcíplinãrío de los

funcionarios, Pamplona, 2." ed.,lg94;M.LRrurNrn BËi¡.¡acl{ss, El regiffi;, dßciplinario
de los þncíottaríos pú$lícos de la Admínístración del Esrado,\/alencia, 199ó;8. MnnrNn
Jarvo, Ëf régimen discíplinario de los funcionarías púhlicos (Fundamentos y regulaciôn sus-
tantiua), Valladolid, 1 999.
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nes clisciplinarias (1), de las sanciones (2) y clel procedimiento con
arreglo al cual éstas pueden imponerse (3).

La regulación general de esta potestad se contiene hoy en el Tí-
rulo VII del EBEP y, en el ámbito dei Esrado, en el Reglamento de
Régimen Disciplinario, aprobado por Real Decreto 33/1986, de 10
de enero.

1) Las faltas disciplinarias

Es usual, en el âmbito de la potescad administrariva sancionadora,
clasificar las infracciones en tres categorías, apeladas respectivamente
muy graves, graves y leves.

(r) Lasfaltas muy grdues,en primer:lugar, se hallan exhaustivamente
enumeradas por el artículo 95.2 EBEP en diecisiete tipos de conducta:

-aigunas 
de ellas hacen referencia a comportamíentos dnticanstitucio-

nales (incumplimiento del deber de respeto a la CE y a los
Estatr-rtos de Autonomía; actrlaciones discriminatorias prohibidas
por el art.14 CE; violación de la neutraliclad o independencia,
influyenclo en los procesos electoralesi I obstaculización del
ejercicio de los derechos fundamentales);

-otras, 
a comportamíentos ílegales (corno la adopción cle acuerdos

manifiestamente ilegales, la negligencia en la custodia de secre-
tos ofìciales, el incumplimiento cle la legislación de incompati-
bilidades y el acoso labor¿l);

-y las restântes, a ínfracciones funcionales o de uråüer laboral (como
el ab¿ndono de servicio, el notorio incumplimiento de las ñrn..
ciones esenciales inherentes al puesto de rrabajo,la desobedien*
cia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior).

(iÐ El EBEP, en contraste, no reaJíza ninguna ripificación cle las

fakas graues y leues; esta cuestión se remite expresamente a las leyes de
desarrollo del Estatuto (art.95.3 y 4) sin más que inclicar unos crite-
rios orientadores que son, por cierto, tan obvios como vagos: el gracicl

en que se haya vulneraclo la legalidad, la gravedad de los daños cau-

sados al incer:ós púrblico, patrimonio o bienes clc 1a Administración o
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de los ciudadanos, y el descrédito para la imagen púbtica de la A.cl*
rninistración

2) Las sanciones disciplinarias

Por su parte, las sanciones que pueden imponerse por estas faltas
disciplinarias, de mayor a menor, son las siguientes (a*.96 EBEP):

(Ð Ia separación del sewicío, que conlleva la extinción definitiva
del status funcionarial y, en paralelo, eL despido discíplínario del
personal laboral, que sólo pueden imponerse en virtud de fat-
tas muy graves; el despiclo disciplinario conlleva la sanción
accesoria de inhabilitación para ser titular de un nuevo con*
trato de trabajo con funciones similares a las que desempe*
ñaban;

(iÐ la suspensión frme de þncíones (o de empîea y sueldo en el caso
del personal laboral), a la que ya aludimos al tratar de las si-
tuaciones aclministrativas, que tiene un¿ duración máxinra de
seis años;

(iiÐ el traslado -forzoso, con o sín carnbío de resídencio, cuya duración
se remite a las leyes de desarrollo;

(i") el dernórito, consistente en la penalización a efectos cle cârrera,
prornoción o movilidacl voluntaria; y

v) el apercibintienta, consistente meramente en un reproche for-
mal sin más consecuencias.

3) El procedimiento sancion¿dor

Las sanciones disciplinarias, conlo cualquier otra sanción, deberr ser
impuestas previa la tramitación de un procedimiento atlministrativo:
<No poclrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves
o graves sino mecliante el procedimiento previamente establecido>,
clice e1 artículo 98.1 EBEP.

Sin embargo, y pese a la capital importancia que el procedimiento
tiene en el ejercicio de cualqr-rier tipo de potestad sancionadora, el
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EBEP no lo regula: lo remite, una vez más, a las leyes de desarrollo
del mismo (art.98.2),limitándose a (i) disponer que dicha reguiación
habrâ de rcalizarse <atendiendo a los principios de eficacia, celerid¿d
y economía procesal, con pleno respeto a ios derechos y garantías d.e

defensa del presunto responsabler (lo que es una obviedad práctica-
mente innecesaria), y (ii) a disponer que (en el proceclimiento quedará
establecida la debida separación entre la fase instructora y la sancio-
nadora, encomendándose a órganos distinros> (1o cual tiene bastante
menos justificación en las sanciones disciplinarias que en las c1e régi-
men común,-que tnaltzarcmos en un capítulo posterior-).

En toclo caso,los rasgos básicos de dicho procedimienro ya se hallan estable-
cidos, en la normativa estatal, en los artículos 23 y siguientes del Reglarnenco
de Rêgimen Disciplinario antes citado, qrre impone un modelo, tradicional y
muy sirnple, que ha sido seguido por toclo tipo cle regulaciones y clel qo. pur...
oportuno dejar constancia:

(i) Ël procedimiento se ínicia medíanre resolución en la que se nombra
Instructor a un luncionario perteneciente a un cuerpo o Escala de
igual o s'perior Grupo q'e el del inculpado (y, si Ia complejidacl del
asunto 1o aconsejara, un Secretario); amtros nomlrramientos se notifi-
carân il inculpado. La resoiución por Ia que se incoe el expediente
podrá adoptar las medidas provisionales necesarias para asegurar la
ertcacia de l¿ resolución, entre las que puede contarse, como ya vinros,
la suspensión provisional del inculpado.

(ii) La namitación del expedíelrte consta de las siguientes fases: 1) reaiización
por el Instructor de la práctica de las diligencias preuías necesarias para
la deterrninación cle los hechos, entre l¿s que se cuentâ la toma de
declaración al inculpado;2) formulación por el Insrructor de no plíego
de cargos, que expresará los hechos irnputados, [a falta presunraûrente
cornetida y las sanciores que puedan imponerse; 3) el pliego ha de
notificarse al inculpado, concediéndosele un plazo de dtez días para
que pueda contestarlo mediante un escríto de descargas con las ilegacio-
nes y åportación de pruebas que considere oporrunas;3) efèctuada la
contestación (o transcurrido el plazo para hacerio), se pracricarán las
pruebas necesarias, durante el plazo máximo de un mes, tras lo cual se

dará vista del expediente al inculpado para que en el plazo cie diez rJí¿s

alegue 1o que estime conveniente y aporte los clocumentos qre con*
sidere de interés; 4) a continuación, el [nstructor emitirá 7a propuesta
de resolucíón, fljando ios hechos, los fìrnclarnenros de derec;ho y la san-
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D) La extinción del statu.s funcionarial

Resta solamenre dar cuenta de las circunstancias que dan lugar a
la extinción de la condición de funcionario. Ad,emás dèl faitecimiãnro,
que el EBEP no menciona por su carácter obvio, y de la sanción dc
separación del servicio, a la que ya hemos hecho referencia, tales

III. EL S1X?'U5 FUNCIONARIAL 775

ción que, en su caso, estima oportuno imponer, la cu¿l se nodfìcará
nuevamente al inculpado para que e' el plazo de diez días pueda
alegar lo que estime conveniente para su defensa.

(iiÐ La finalización del expedienúe se produce con la resolución de la aurori-
dad competente parâ resolver, a la que ei Instructor habrá elevado su
propuesta; tal propuesta, pof supuesto, no posee carácter vinculante,
pudiendo dicha auroridad ordenar al Instrucror la práctica de nuevas
diligencias y ---âunque el Reglarnento 

'o lo dice* emitir resolución,
siempre morivada, en sentido diverso de la contenida en la propuesta.

crrcunstancias son las siguientes:

1) En primer lugar, lz renunciø delfuncionarío (art,.64 EBEp), acro
mediante el cual éste manifiesta su voiuntad de poner fìn a
la relación de servicio. La renuncia debe ser forrnalizada me-
diante escrito, debiendo ser âceptâcla expresâmente de la
Adminisrración (aceptación que es estrictamenre reglada o
debida), salvo en caso de que el funcionario se encuenrre
sujeto a expeeliente disciplinario o haya sido djctaclo en su
contrâ auto cle procesamiento o de apertura de juicio oral
por la comisión de algún delito; caso en el que no procede
la renuncia. Ésta, sin ernbargo, y al contrario ¿e lo que sucede
con la sanción de separación del servicio, no inhatihta para
nuevo ingreso en la función pública.

2) En segundo lugar, la pérdida de la nacíonalídad (art. 65 EBEP).
Siendo ésta un requisito parala adquisición del statu-s ñrncio-
narial, parece lógico que su extinción determine también la
de éste. Naturalmente, dicha pérdida no extingue el statws
funcionariai si la nacio'alidad perdida es susdr;da por orra
que tâmbién habilite pâra el ingreso en l¿ función pública
(p. .j., la de otro país de la Unión Europea).
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3) En tercer lugar,la imposición, por sentencia firme dictada en
causa criminal, de la pena principal o accesoria de ínhabilita-
cíón absoluta o especial para cargo público (art. 66 EBEP). La
prirnera extingue la condición de funcionario respecto a

todos los empleos o cârgos que el condenado tuviere; la se-
gunda, sólo la de aquellos empleos o cargos especificados en
la sentencia.

4) La forma norm¿l de extinción del status íuncionarial es, no
obstante, la jubilación (a*.67 EBEP), que posee tres modali-
clades:

(i) La jubiÍación uoluntaría, que se declarará a perición del
interesado cuando éste reúna los requisitos y condicio*
nes establecidos en el Régimen de Seguridad Social qtre
le sea aplicable; en el régimen general de ciases pasivas,
cuando tenga curnplidos 60 años y reconocidos 30 años
cle servicios efectivos a la Administración [arr. 28.2.b)
delTexto Refundido cle Clases Pasivasl.

(ii) La jubilaciónþrzosa por edad, que riene lugar, con carác-
ter general, al cumplir el funcionario los 65 años; esto
no obstante, el EBEP remite a sus leyes de desarrollo la
posibilidad de solicitar la prolongación cle la permanen-
cia en el servicio activo como máximo hasta que se
cumplan 70 años, que la Administración puede âceptar
o clenegar (la legislación esratal vigente -aú. 33
LMRFP- con{ìere a dicha solicitucl cxicter vinculante).

(iit La jnbilación por incapacídad permanente (absoluta o tofal)
para el clesempeño de las funciones propias clei Cuerpo
o Escala a los que pertenezca el funcionario, determinada
por una lesión o proceso patológico, somático o psíquico
que esté estabilizado y que sea irreversible o dc remot¿r
o incierta irreversibilidad.Tal jubilación ha de acorclarse
previa la instrucción del oportuno expediente, que po*
drá iniciarse de ofìcio o a petición del interesadcr

lart. 28.2.c) del Texto l{efunc{ic1o cle Clases Pasivas.l.


